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SINOPSIS 




			 




			¿Por qué algunos países son menos corruptos y están mejor gobernados que otros? Desafiando las explicaciones convencionales sobre las notables diferencias en la calidad del gobierno en todo el mundo, este libro sostiene que la organización de la burocracia es un factor a menudo pasado por alto pero fundamental. 




			Este libro proporciona una clara evidencia que muestra que las burocracias meritocráticas conducen a menores niveles de corrupción, una mayor efectividad del gobierno y una mayor flexibilidad para adoptar reformas modernizadoras. Los datos provienen de un estudio sobre las estructuras burocráticas de más de cien países, con un enfoque especial en la relación entre políticos y burócratas en España y Suecia. 
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Por qué son importantes las relaciones 




			
entre políticos y burócratas 




			 




			Los incentivos y las instituciones que los conforman 




			 




			Este libro trata sobre la calidad del gobierno. En nuestra opinión, los gobiernos de alta calidad son aquellos que actúan de manera imparcial, no son corruptos y usan los recursos de manera eficiente. Aunque estos objetivos pueden parecer evidentes para todos los gobiernos, observamos por el contrario grandes variaciones en diferentes partes del mundo. Hay líderes políticos que, en coalescencia con otros grupos de élite, a menudo se enriquecen personalmente o se aprovechan de su posición de otras maneras, a expensas del conjunto de la sociedad. A eso le siguen la corrupción, la captura de rentas, el gasto derrochador y la ineficacia. Sin embargo, a la inversa, también hay gobernantes que parecen tener los incentivos adecuados para desarrollar una alta calidad del gobierno. ¿Qué explica tal diferencia? 




			Este libro muestra que los incentivos de la élite son conformados por el modo en que se organizan las relaciones entre políticos y burócratas, y que eso a su vez afecta a la corrupción y a la eficacia del gobierno. Nuestra idea es sencilla: los grupos (como partidos o cuerpos de funcionarios) con distintos intereses conocidos se vigilan mutuamente cuando son obligados a trabajar juntos, lo que aleja a ambos grupos de las preocupaciones egoístas y les acerca al bien común. El abuso de poder será más habitual si en el nivel superior de una administración todo el mundo tiene los mismos intereses, porque nadie se interpondrá entre ellos y la corrupción y otros intereses personales. El problema, por supuesto, es que los intereses son difíciles de observar y por lo tanto no se organizan fácilmente. Con todo, nosotros pensamos que las carreras de los cargos públicos proporcionan una aproximación útil a sus intereses, puesto que es razonable pensar que la mayoría de los individuos están interesados en sus carreras. Por lo tanto, es vital mantener una separación entre las trayectorias profesionales de los políticos y las carreras de los burócratas, puesto que son dos grupos significativos que se encuentran en lo más alto del gobierno. 




			Específicamente, pensamos que la señal más importante de la medida en que están separadas las carreras de políticos y burócratas se emite en el momento de la contratación de los empleados públicos. Las contrataciones basadas de facto en la lealtad política señalan que las carreras burocráticas, a pesar de las regulaciones de iure, están ligadas a los políticos. En esos casos, los destinos profesionales de los burócratas se integran con los de sus jefes políticos. Por el contrario, cuando las contrataciones se basan en los méritos del candidato, eso indica que son los pares profesionales, en lugar de los jefes políticos, quienes influyen en las carreras burocráticas. Las instituciones que garantizan un sistema de contratación basado en el mérito y no en las consideraciones políticas suponen, en consecuencia, un importante recurso para un gobierno de alta calidad. 




			Aunque nos basamos en una amplia literatura sobre política comparada, economía y administración pública, la propuesta que ofrecemos aquí difiere de las investigaciones previas en dos sentidos. En primer lugar, en la mayoría de los estudios comparados sobre política y economía, se neglige en gran medida el lado administrativo del Estado. Se tienen en cuenta los incentivos, sin duda, pero sólo los de la élite política. Los incentivos de otros cargos públicos se omiten y, lo que quizá es aún más importante, también se ignora la interrelación entre burócratas y políticos. A su vez, las implicaciones políticas que se sugieren casi siempre pertenecen al lado político, por ejemplo, en las características de los sistemas electorales. Nosotros pensamos que no tener en cuenta el lado administrativo del Estado tergiversa las dinámicas que conducen a un gobierno de alta calidad y podría llevarnos a establecer implicaciones políticas incorrectas. 




			En segundo lugar, los estudiosos de la administración pública han analizado, sin duda, el lado burocrático del Estado, pero la perspectiva dominante en ese campo difiere de la nuestra. La literatura existente pone énfasis en las reglas burocráticas, en oposición a la discrecionalidad de la gestión, mientras que nosotros subrayamos la importancia de los incentivos en las carreras burocráticas. Esta distinción es relevante, porque las implicaciones de la perspectiva dominante en la administración pública, y las de nuestra interpretación, son muy distintas. La propuesta mayoritaria en la administración pública es proteger a la burocracia de la influencia política mediante reglas, en lo que podría llamarse una administración weberiana cerrada. Sin embargo, la teoría y los análisis empíricos presentados en este libro indican que esas reglas sólo ofrecen una falsa esperanza. Cuando comparamos administraciones de todo el mundo, la existencia de una contratación meritocrática, en contra de lo que con frecuencia se cree, no está correlacionada con el predominio de un funcionariado altamente regulado. Y, como veremos en una descripción detallada de los países que pertenecen a la tradición administrativa napoleónica, altos niveles de weberianismo cerrado pueden coexistir con altos niveles de politización. 




			En sintonía con esta última cuestión, también somos escépticos ante quienes piensan que el control formal mediante, por ejemplo, la creación de agencias anticorrupción, es efectivo en la lucha por un buen gobierno. La razón es doble: en comparación con el sistema interno de vigilancia mutua entre políticos y burócratas que ponemos de relieve en este libro, un mecanismo de vigilancia externo es al mismo tiempo caro y menos efectivo, puesto que las oportunidades para obtener beneficios privados de las actividades públicas son ubicuas y los controles externos siempre pueden sortearse. 




			Antes de exponer con más detalle nuestra teoría y la investigación previa, intentaremos ilustrar nuestra propuesta de manera concreta y ver qué ocurre cuando no existe una separación entre las carreras de políticos y burócratas; es decir, cómo una notable integración de las carreras contribuye a una mayor corrupción y a una eficacia gubernamental menor. Aportamos algunos relatos sobre la dinámica causal y lo difícil que es para una entidad política escapar de un mal equilibrio de integración de las carreras de los políticos y los burócratas, la captura de rentas, el derroche y la ineficacia. Para este ejemplo no hemos escogido un país en vías de desarrollo, del que se puede sospechar que el mal gobierno es un problema notorio, sino que describimos cómo la integración de las carreras de políticos y burócratas crea oportunidades para la corrupción y el gasto derrochador en una democracia capitalista avanzada, España. Aunque sería esperable que España, desde hace mucho tiempo miembro de la OCDE y de la UE, hubiera desarrollado las barreras sociales, económicas y culturales necesarias para hacer frente a las patologías gubernamentales sistemáticas, no ha sido así. Sostenemos que, en los ejemplos particulares que abordamos en las siguientes páginas, el motivo se encuentra en la predominante integración que se produce en la mayor parte de las organizaciones públicas españolas, entre las trayectorias profesionales de los cargos electos y las de los burócratas. 




			 




			La corrupción y la historia de don Vito 




			 




			A principios de los años noventa, un modesto agente de viajes, Francisco Correa, empezó a establecer relaciones con políticos de alto nivel de un Partido Popular en ascenso. Una década más tarde, Correa se había convertido en un poderoso hombre de negocios que afirmaría ser «el amo» de administraciones en toda España (El País, 17-6-2013) y, en consecuencia, fue apodado don Vito. Correa fue capaz de crear una red de empresas que, mientras prestaba servicios al Partido Popular, como por ejemplo la organización de mítines políticos, era recompensada con sustanciosos contratos procedentes de administraciones controladas por este partido. En 1996 tuvo lugar un punto de inflexión en su carrera, cuando el Partido Popular ganó las elecciones nacionales y los contratos de licitación pública obtenidos por las numerosas empresas de don Vito «se multiplicaron», incluyendo un contrato de 2,2 millones de euros con Aeropuertos y Navegación Aérea (AENA) y cientos de viajes de la oficina del presidente (ambas instituciones dependientes del Gobierno nacional controlado por el Partido Popular), la organización por 6,4 millones de euros de la visita del Papa en 2006 (dependiente de gobiernos regionales controlados por el Partido Popular) e incontables contratos procedentes de administraciones municipales en las que Correa se ganó la confianza de concejales pertenecientes al Partido Popular (El País, 18-4-2010). 




			El sistema creado por don Vito era complejo. En primer lugar, él y sus colaboradores en distintas áreas «convencían» a ciertos políticos con la ayuda de regalos, como la organización de fiestas de cumpleaños y viajes a Eurodisney para sus hijos (El  País, 30-5-2013a), relojes de 2.000 euros (El País, 23-6-2013), un 10 por ciento fijo de todos los contratos obtenidos de los intermediarios políticos más valiosos (El País, 6-8-2013) y algunos regalos de Navidad que llevaron al presidente de la Generalitat Valenciana, Francisco Camps (en una llamada telefónica interceptada por la policía), a decirle a un colaborador de Correa: «Feliz Navidad, amiguito del alma […]. Te quiero un huevo».* 




			En segundo lugar, la gran red de empresas controladas por Correa lograba cobrar de más a las autoridades precios de hasta el cien por cien por encima del mercado. Además, la mayoría de los contratos eran fraccionados para no llegar al límite de 12.000 euros que obliga a la Administración a organizar una licitación pública que debe seguir un procedimiento detallado (El País, 30-5-2013b). El Tribunal de Cuentas informó que, sólo en el Gobierno regional de Madrid, no menos de 104 contratos —que sumaban un total de 3,16 millones de euros— fueron divididos en distintos servicios para que cada uno de ellos estuviera por debajo de los 12.000 euros. 




			Finalmente, el dinero generado por esta maquinaria era trasladado al extranjero a través de varios testaferros y empresas fantasma: 24 millones de euros a Mónaco y Suiza, hasta 30 millones de euros a Estados Unidos y muchos más a otros paraísos fiscales que se negaron a colaborar con la investigación del caso (El País, 2-6-2011). En definitiva, las acusaciones contra Correa son tan numerosas que su caso judicial ocupó más de 50.000 páginas (El País, 7-4-10) y el dinero que Correa y sus socios saquearon de las arcas públicas es casi imposible de contabilizar, dado el gran número de tratos sospechosos que tuvieron lugar simultáneamente en distintas administraciones y que fueron realizados por diversos individuos, aunque se ha estimado en alrededor de 449 millones de euros (El País, 6-3-15). 




			No es sorprendente que los hombres de negocios y los altos cargos públicos estén tentados de llevar a cabo acciones egoístas con los abundantes recursos públicos existentes en un país desarrollado. Lo que es más inquietante es cómo una red corrupta puede conseguir desviar más de 400 millones de euros, a pesar de los numerosos controles administrativos y mecanismos contables que existen en una democracia avanzada. Las investigaciones sobre el caso revelan que hubo muchas ocasiones en las que el flujo de dinero público hacia las empresas de Correa podría haber sido detenido, pero no se hizo. Llegar a este nivel de detalle es importante para descubrir los microfundamentos de nuestra tesis. Por ejemplo, observemos dos días de julio de 2006, cuando varios representantes de don Vito visitaron no menos de ocho departamentos del Gobierno regional de Madrid para acelerar el pago de centenares de contratos públicos fragmentados que, bajo el umbral de los 12.000 euros, habían conseguido las empresas de Correa (El País, 26-7-2013). Los empleados de don Vito grabaron cuidadosamente las conversaciones que mantuvieron con los distintos cargos públicos —algunos de libre designación, pero muchos de ellos funcionarios con un puesto fijo— durante esos dos días. Las notas proporcionan una información esclarecedora sobre cómo reaccionaban los cargos públicos —que en muchos casos no habían participado en la transacción corrupta— ante las peticiones de pagar un gran número de facturas que estaban sospechosamente por debajo de 12.000 euros. 




			Algunos cargos públicos dijeron a los enviados de Correa que pagarían las facturas, pero es interesante observar el comportamiento de aquellos que vieron que estaba pasando algo y, de todos modos, no reaccionaron. Como se quejan en sus notas los representantes de Correa, algún cargo público «nos dice que no se quieren hacer cargo, ya que se ve claramente que es un fraccionamiento del acto» (El País, 26-7-2013). Las respuestas de estos cargos públicos renuentes son bastante diversas; algunos optaron por retrasar el pago (por ejemplo, sosteniendo que «tienen que hablar con sus jefes» antes de ordenar el pago); otros apelaron a los procesos administrativos existentes (por ejemplo, dirigiendo a los enviados de Correa a otro departamento, que en teoría era responsable de los pagos); otros intentaron ignorar la petición de pago (por ejemplo, una mujer «no quiere saber nada»); y alguno incluso mostró su disconformidad (por ejemplo, «nos dijo que no estaba muy conforme [con las facturas] y desde ese día no se ha vuelto a poner al teléfono»). A pesar de que esos cargos públicos se percataban de que tenían ante sí los pagos de una transacción de dudosa legalidad, es llamativo que ninguno de ellos decidiera hacer sonar la alarma, informar a la autoridad auditora correspondiente, a los medios, a un partido de la oposición, a la fiscalía, a un juez, a la policía o a quien fuera. Permanecieron en silencio. 




			De hecho, el consentimiento silencioso era la hipótesis de trabajo de los empleados de Correa. Todos ellos sabían que, como los jefes políticos de la Administración participaban en la transacción corrupta, nadie en el resto de la maquinaria administrativa del Gobierno —formara parte o no de una particular transacción corrupta— invertiría demasiados esfuerzos en impedirla. Conocedor de las verdaderas reglas del juego, Correa asumió que la gran mayoría del aparato burocrático era receptiva para con sus jefes políticos y que, en consecuencia, no había nada de lo que preocuparse. 




			El caso de Ana Garrido, una antigua empleada municipal que se atrevió a destapar la red corrupta de Correa, evidencia que esta suposición estaba bien fundamentada. En palabras de la propia Garrido, ella se convirtió en una delatora «porque no tengo hijos» (El País, 14-2-2016), lo cual era vital, porque preveía que su carrera profesional se vería gravemente alterada como consecuencia de revelar la red corrupta. En abril de 2016, ante el Parlamento español, resumió los siete años de «calvario» (Voz Populi, 9-4-2016) que fueron el resultado de empezar a contar la verdad. Al principio, se le ofreció un brillante futuro profesional si seguía el juego, pero cuando se negó fue sometida a un acoso constante. Un día, cuando se quejó de sus condiciones de trabajo, su superior le confesó que tenía órdenes de hacerle «la vida imposible» (Voz Populi, 9-4-2016). No sólo se le obligó a dejar su trabajo, sino que tuvo que marcharse del país por la constante presión psicológica a la que fue sometida. Pasó dos años desempleada en Costa Rica y, después de regresar a España, fue incapaz de retomar su carrera en el sector público, porque el acoso se volvió aún más intenso. Finalmente, asesorada por un médico, dejó de intentarlo, y hoy día se gana la vida vendiendo pulseras hechas a mano. 




			 




			La eficacia y la historia de los aeropuertos a ninguna parte 




			 




			Carlos Fabra era el presidente de la Diputación Provincial de Castellón, en Valencia, cuando llevó a cabo lo que algunos observadores internacionales llamaron «un símbolo del derroche» en España en la década del 2000: un «aeropuerto a ninguna parte» de 183 millones de dólares construido en su localidad natal. Durante los dos primeros años en que el aeropuerto estuvo operativo, su historial fue extraordinario: no consiguió tener un solo vuelo programado (The New York Times, 18-7-2012). Pero Fabra es sólo un ejemplo de las muchas y sorprendentemente ineficientes formas de gastar dinero público en la España del siglo XXI. Existen otros aeropuertos que encarnan el «gasto pródigo en proyectos de construcción megalómanos e inútiles» (BBC News, 26-7-2012). Por ejemplo, el aeropuerto internacional de Ciudad Real sólo atrajo a 100.000 pasajeros desde su inauguración en 2008 hasta su cierre por falta de actividad en 2012, a pesar de tener una de las pistas de aterrizaje más largas de Europa y capacidad para albergar a cinco millones de pasajeros. Un año más tarde, el aeropuerto salió a subasta, y la asombrosa diferencia entre su precio de salida (100 millones de euros) y el coste de su construcción (1.000 millones de euros) puede ser vista como un indicador de su ineficiencia (The Guardian, 7-8-2013). Estos ejemplos forman parte de un patrón más amplio de exceso de aeropuertos. España tiene cuarenta y tres aeropuertos internacionales, el doble que Alemania, que casi duplica la población de España. 




			En España, esta clase de gasto excesivo es habitual en otros proyectos de infraestructuras. No se trata únicamente de algunos aeropuertos, también los trenes y las autopistas llevan a ninguna parte. Por ejemplo, España tiene la segunda red mundial de ferrocarril de alta velocidad, después de China, con más de 2.000 kilómetros. Sin embargo, varios economistas (Bel 2010) han señalado que detrás de la mayoría de las decisiones de inversión pública en trenes de alta velocidad hay una lógica equivocada. Para empezar, la red española tiene una tasa de pasajeros extremadamente baja (un 20 por ciento de la de Francia). Además, la ubicación de algunas estaciones de ferrocarril de alta velocidad desafía la lógica económica. Un habitante de Tardienta, un pueblo de 1.000 habitantes en el noreste de España por donde pasa una línea de alta velocidad que sólo utiliza un 6 por ciento de su capacidad, admira el tren de alta velocidad y, sin embargo, reconoce que «la verdad es que aquí no viene nadie y los del pueblo lo utilizamos muy poco» (Público, 27-2-2011). De manera similar, las enormes inversiones en autopistas —España construyó más de 5.000 kilómetros de autopistas en la década previa a 2009 (The New York Times, 18-7-2012)— han supuesto la acumulación de una deuda de 3.600 millones de euros que algunos observadores consideran el resultado de un «diseño global absurdo» (El País, 23-9-2013). 




			¿Por qué nadie detuvo estos «elefantes blancos que arrastraban a España hacia el déficit»? (BBC News, 26-7-2012). Al ahondar en las microdecisiones que conducían a estos casos de gasto derrochador, se encuentra que, de nuevo, una administración politizada parece estar en la raíz del problema. La capacidad de los políticos para designar a un gran número de cargos públicos ha contribuido de dos maneras a la proliferación de elefantes blancos en todo el territorio español. En primer lugar, el nombramiento político de importantes puestos administrativos permitió a los cargos electos ignorar las consideraciones tecnocráticas y dar prioridad a los objetivos a corto plazo. 




			Podemos observar un ejemplo de este mecanismo en Galicia. Ahí tenemos la grandiosa Ciudad de la Cultura de Santiago de Compostela, con un museo, un teatro de la ópera y una biblioteca originalmente concebida para albergar un millón de libros (El  País, 12-11-2011). El sempiterno presidente regional, Manuel Fraga, quería dejar un legado tan monumental como la mundialmente famosa catedral de Santiago de Compostela (Público, 121-2011). Sin embargo, años después, la Ciudad de la Cultura sigue incompleta, tras haber cuatriplicado el coste planeado al inicio. La respuesta que da a la pregunta de cómo fue esto posible el profesor estadounidense Wilfried Wang, uno de los miembros del jurado que eligió el proyecto, es interesante y está relacionada con la politización de facto de la toma de una decisión política que, sobre el papel, estaba basada en el criterio de expertos. El profesor Wang se había mostrado rotundo sobre el hecho de que los costes reales de la construcción se dispararían: «Sólo había que comparar planos para darse cuenta de que era demasiado grande» (El País, 8-1-2011). Y, aun así, el proyecto fue aprobado. La razón estaba bien clara; entre la mayoría de los miembros del jurado, incluidos algunos cargos políticos, había, literalmente, «miedo a Fraga» si el proyecto más espectacular no era aprobado (El País, 8-1-2011). 




			El segundo mecanismo sería el siguiente. Los vínculos clientelistas entre protectores políticos con capacidad para distribuir una gran cartera de trabajos en el sector público y su electorado, ayudaron a conseguir la reelección de los primeros, casi de manera independiente a la actuación de su gobierno. Fabra mismo reconoció esto, al resumir cómo había sido capaz de sobrevivir en el cargo tanto tiempo a pesar de las crecientes y diversas acusaciones contra él, y fue muy explícito: «El que gana las elecciones coloca a un sinfín de gente. Y toda esa gente es un voto cautivo […]. Supone mucho poder en un ayuntamiento, en una diputación. Yo no sé la cantidad de gente que habré colocado en doce años» (Sánchez-Cuenca 2009).  




			 




			¡Son los incentivos, estúpido! 




			 




			¿Qué hizo posible esta extensa corrupción y el uso de dinero público de manera tan asombrosamente ineficiente? Como hemos señalado, mucha gente en las Administraciones Públicas españolas debía saber, o al menos sospechar, que algo iba mal. ¿Por qué lo consintieron? ¿Por qué permanecieron en silencio? Conocer los incentivos de los burócratas es esencial para comprender no sólo estos fallos del buen gobierno en el caso español, sino muchas otras situaciones similares en las que se produce un abuso del cargo público con fines privados o partidistas. Cuando hay un único canal de rendición de cuentas, como era el caso en los episodios españoles relatados anteriormente, nadie en una determinada organización pública hace preguntas difíciles, porque todo el mundo tiene, con razón, miedo de ser castigado. Simplemente, la gente no tiene ningún incentivo para defender el bien común. La lealtad al partido, quien de facto te ha contratado, resulta prioritaria, de manera natural, respecto a otras consideraciones. No es sólo la lealtad actual lo que determina cómo actúan los empleados públicos; quizá aún más importante es lo que piensan sobre su situación a largo plazo. En un sistema en el que las carreras de políticos y burócratas están integradas, todos saben que tu consideración dentro del partido es lo que definirá el resto de tu carrera. Los actores en los casos españoles parecen ser muy conscientes de ello. 




			Por lo general, la integración de las carreras de políticos y burócratas en las instituciones públicas es esencial para que se produzcan actividades de captura de rentas como las descritas anteriormente, porque los acuerdos corruptos, el trato favorable a unos reducidos intereses económicos y otras actividades extractivas son todas ellas, en un gobierno moderno, tareas colectivas. Requieren de la implicación de varios cargos públicos, tanto políticos como burócratas, quienes de manera directa o indirecta, por acción u omisión de las obligaciones de vigilancia, no logran detener la corrupción y la ineficiencia. 




			Pensemos en todas las interacciones que deben producirse entre los distintos niveles administrativos, en momentos y lugares distintos, para hacer posible la extracción de rentas de las arcas públicas: por ejemplo, cuando al principio se traza el plan entre empleados públicos y actores privados; cuando se redacta una licitación favorable; cuando se procesan las propuestas presentadas y se decide el vencedor final; cuando se transfiere el dinero; y, muy importante, cuando los perdedores, u otra tercera parte, empiezan a hacer preguntas incómodas que deben ser sorteadas. Si las carreras de todos los individuos implicados en estas interacciones están integradas de manera directa o indirecta, y hasta cierto punto todos dependen de la suerte electoral del partido gobernante, es poco verosímil esperar una defección que acabe con el negocio. Por el contrario, cuando los intereses profesionales de los cargos públicos son más heterogéneos, de modo que algunos individuos dependen de los resultados electorales y otros no tienen en absoluto esa preocupación, entonces la acción colectiva se convierte rápidamente en un problema de coordinación. No existe ninguna razón para encubrir una actividad ilegal de tu superior político (o de tu subordinado administrativo) cuando tus perspectivas profesionales están separadas y además estás seguro de que éstas son independientes de la actuación electoral del partido gobernante. 




			El resto de este libro es un intento, en primer lugar, de teorizar sobre cómo y por qué la gente con distintos incentivos podría y probablemente debería involucrarse en todas las grandes decisiones públicas y, en segundo lugar, de investigar empíricamente algunas implicaciones de esta teoría en un gran número de países. 




			 




			Contenido del libro 




			 




			En el siguiente capítulo desarrollamos la idea teórica y sus implicaciones. En primer lugar, situamos la tesis en relación con la literatura previa sobre economía, ciencia política y administración pública y después desglosamos las contribuciones de nuestra propuesta. En resumen, sostenemos que una separación de las carreras de políticos y burócratas crea un ambiente de baja corrupción y alta eficacia, que también favorece que se lleven a cabo reformas para mejorar la eficiencia en el sector público. El capítulo discute además la explicación contraria más importante. Es relativamente común sugerir que los burócratas deberían estar protegidos de la influencia política mediante lo que a veces se llama un sistema weberiano cerrado. Nosotros cuestionamos este punto de vista y sostenemos que una estructura weberiana cerrada y la contratación meritocrática no van necesariamente de la mano. 




			En el capítulo 3 ponemos a prueba empíricamente la hipótesis de una administración weberiana cerrada mediante una comparación entre países. Como es una teoría que cuestionamos, intentamos darle todas las opciones posibles, y por lo tanto adoptamos cinco pasos. En primer lugar, mapeamos las burocracias de alrededor de un centenar de países de todo el mundo en un espacio bidimensional y mostramos que el weberianismo cerrado y la contratación meritocrática no son lo mismo. En segundo lugar, estudiamos las correlaciones bivariantes entre indicadores de una burocracia weberiana cerrada y tres variables dependientes, que consideramos que son buenos indicadores de las implicaciones de nuestras expectativas teóricas. En tercer lugar incluimos un mínimo de controles en las regresiones. Los controles son específicos para cada tipo de variable dependiente, pero en general pertenecen a las áreas de la cultura, la economía y del sistema de gobierno. En cuarto lugar, llevamos a cabo una serie de comprobaciones de robustez para excluir la posibilidad de que la hipótesis del weberianismo cerrado sólo funcione si varias instituciones están presentes al mismo tiempo o si se da en partes más o menos desarrolladas del mundo. Las amplias comparaciones analizadas en este capítulo demuestran que en ninguna de estas especificaciones la hipótesis del weberianismo cerrado tiene soporte empírico. En quinto y último lugar, describimos los países europeos pertenecientes a la tradición administrativa napoleónica y explicamos por qué el weberianismo cerrado no sólo no contribuye a la obtención de los resultados positivos esperados, sino que a menudo puede ser contraproducente. 




			El capítulo 4 evalúa en tres pasos analíticos el impacto que tiene la separación de las carreras en la corrupción. Empezamos demostrando que existe una fuerte correlación bivariada entre nuestro principal indicador y la baja corrupción. A continuación, incluimos las explicaciones alternativas predominantes de la ciencia política, la economía y la sociología. Aun así, nuestro indicador tiene de manera continuada un efecto estadísticamente significativo en la dirección predicha. Creemos que la mayor objeción a nuestros resultados es el potencial sesgo de endogeneidad. Por lo tanto, llevamos a cabo algunos análisis adicionales, incluyendo una variable instrumental (la estructura de la burocracia en el siglo XVIII) y los niveles previos de corrupción, como variables independientes. Aunque nuestros resultados quedan confirmados por estos análisis, también examinamos la trayectoria histórica, desde un nivel alto hasta un nivel bajo de corrupción, en el Reino Unido, Estados Unidos y los países nórdicos, para demostrar que las reformas administrativas fueron ciertamente una parte de la solución, y no una parte del resultado. 




			El capítulo 5 aborda el reto de investigar la relación entre las instituciones burocráticas que crean una separación de las carreras, y la eficacia del gobierno. El capítulo empieza con una exposición de las explicaciones alternativas y los mecanismos que creemos que están operando. Empíricamente, utilizamos la misma metodología que en el capítulo 4, pero esta vez con indicadores de eficacia del gobierno tales como el gasto gubernamental ineficiente y el rendimiento de la gestión, como variables independientes. El resultado principal de este capítulo confirma nuestra tesis. Una separación de las carreras parece contribuir a la eficacia del gobierno, incluso después de incluir varios controles exigentes. 




			En el capítulo 6 evaluamos si las instituciones burocráticas que crean una separación de las carreras están positivamente asociadas con reformas que mejoran la eficiencia del sector público. Esto es importante, porque podría ser una explicación de por qué algunos países tienen tantas dificultades para salir de círculos viciosos. El mensaje básico aquí es que, incluso aunque los países identifiquen las reformas que potencialmente podrían contribuir a mejorar la calidad del gobierno, es probable que un sistema integrado de las carreras obstaculice dichas reformas. Nuestra teoría sugiere que los empleados públicos deberían estar dispuestos a implicarse y esforzarse más en los sistemas donde las carreras de políticos y gestores están separadas; y que esta tendencia debería evolucionar según el grado en que sean usados los sistemas de incentivos en el sector público. Por lo tanto, utilizamos el grado de remuneración vinculada al rendimiento en el sector público como variable dependiente. Observamos dos problemas principales en los análisis de este capítulo. En primer lugar, no nos gusta depender exclusivamente de un análisis con medidas de percepción del mismo sondeo en los dos lados de la ecuación, y por lo tanto presentamos especificaciones del modelo en las que sustituimos uno o los dos indicadores por indicadores de otras fuentes. En segundo lugar, somos conscientes de que puede existir un potencial sesgo de variable omitida. Este problema procede del hecho de que es posible considerar la separación de las carreras de políticos y burócratas y la remuneración vinculada al rendimiento en el sector público como partes del mismo paquete de reformas. Damos dos pasos para excluir esta posibilidad en la medida de lo posible; utilizamos un instrumento que estudia la secuencia temporal de la implementación de la remuneración vinculada al rendimiento en el sector público en Suecia y España. Los resultados de este análisis desmienten la existencia del sesgo de la variable omitida. 




			En el último capítulo describimos por qué creemos que los análisis empíricos refuerzan nuestra tesis, y son contrarios a la hipótesis weberiana cerrada. También abordamos las implicaciones teóricas y exponemos las potenciales implicaciones políticas de este estudio. 
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Teoría 




			 




			Sobre la importancia de los incentivos 




			 




			En la actualidad, la corrupción generalizada y las ineficiencias gubernamentales causan enormes problemas en el mundo. Este capítulo presenta una teoría de cómo deberían organizarse los gobiernos para minimizar la corrupción y otras disfunciones. Varios estudios académicos recientes han puesto la calidad de las instituciones del gobierno decididamente en la lista de prioridades. Nos han permitido comprender mejor por qué algunos Estados rinden mejor que otros, pero a pesar de que existen buenas razones para creer que la burocracia es una parte importante en esta historia, la investigación comparada se ha centrado sobre todo en las explicaciones políticas, económicas y culturales. Nosotros queremos desplazar el centro de atención hacia la burocracia y describir por qué ésta merece situarse en el centro de la teoría sobre la calidad del gobierno. 




			Cuando la burocracia se deja fuera del análisis, se ignora una posible explicación para la bien documentada varianza en la calidad del gobierno. Como hemos ilustrado en el primer capítulo, pensamos que los incentivos creados por la organización de las relaciones burocráticas y políticas merecen una atención especial. Se ha mostrado ya que, a lo largo de la historia, las élites han tenido la tentación, y la oportunidad, de aprovecharse de sus posiciones a expensas del conjunto de la sociedad (Miller 2000; North, Wallis y Weingast 2009). Probablemente sea fútil esperar que las nuevas élites no se comporten así, de modo que este problema siempre estará presente, pero nosotros sugerimos que sus incentivos son conformados hasta cierto punto por el contexto institucional en el que trabajan. Por lo tanto, es esencial formar este contexto de manera que socave los incentivos para la avaricia y el oportunismo. La idea principal de este libro es que si la organización del aparato del Estado, o el Leviatán en el título del libro, divide a los cargos públicos en dos grupos distintos, las posibilidades de abuso y de oportunismo por parte de los cargos públicos se reducen, porque esos dos grupos tienen distintos incentivos profesionales. En consecuencia, este libro sostiene que si las carreras de los políticos y las carreras de los burócratas se mantienen separadas, la corrupción será menos atractiva y la eficacia será una alternativa más interesante para quienes ocupan los puestos más altos. 




			Por separación de las carreras no nos referimos a la división formal, de iure, mediante, por ejemplo, una Ley de la Administración Pública, puesto que está bien documentado que esta clase de leyes son eludidas con frecuencia (Grindle 2012; Schuster 2014). En su lugar, pensamos en una separación de facto entre las carreras de los empleados públicos, los burócratas y los políticos. Cualquiera que trabaje en la esfera administrativa y política deberá conocer bien esa separación, que se señaliza por medio de la contratación y la promoción tanto de burócratas como de políticos. En un sistema de esta clase, los políticos no colonizan la esfera administrativa con leales al partido, ni los burócratas colonizan la esfera política con funcionarios de carrera. 




			El ejemplo típico de un sistema de carreras separadas es el Reino Unido, donde existen fuertes límites a la politización de la burocracia, así como a la burocratización de la política (Rouban 2012; Sausman y Locke 2004). A finales del siglo XIX, se concretó un «acuerdo sobre la función pública» entre los funcionarios, que renunciaron a tener una carrera política, y los políticos, que renunciaron a contratar y despedir a funcionarios (Hood 2000; Schaffer 1973), lo que dio lugar a «un funcionariado no político, permanente y leal al gobierno del momento» (Horton 2011, 34). Desde entonces, en el Reino Unido e Irlanda no se ha permitido a los funcionarios ser miembros activos de los partidos políticos; una separación similar de las carreras de políticos y burócratas está presente en lugares como Países Bajos, Dinamarca y Noruega (Van der Meer, Steen y Wille 2007). 




			En el otro extremo de la escala están los «tradicionales acuerdos sobre la función pública mexicana y brasileña», según los cuales los burócratas deben una lealtad específica y personal al superior político o el partido gobernante (Hood 2002, 321). En general, la meritocracia es bastante débil en las democracias de América Latina, y ni siquiera algunas ambiciosas reformas de la función pública, como la llevada a cabo en Argentina en 1991-1992, «han supuesto un obstáculo serio para realizar nombramientos políticos masivos pocos años después» (Ferraro 2011, 172; véanse también Geddes 1994; Zuvanic, Iacoviello y Rodríguez-Gusta 2010). En estos casos, las carreras de políticos y burócratas no están separadas, sino integradas en el mismo sistema de carrera. También se ha producido una politización semejante de la función pública en la Europa poscomunista, y en la Europa del sur pueden encontrarse casos de burocratización de la política (Grzymala-Busse 2007; Meyer-Sahling y Veen 2012; Parrado 2000; Rouban 2012; Sotiropoulos 2004). 




			La separación de las carreras favorece el buen gobierno porque genera un sistema integrado de controles y contrapesos mutuos entre cargos públicos, de modo que estos responden mediante distintos canales de rendición de cuentas (los políticos ante los electores y los burócratas ante sus pares profesionales). Esto desincentiva la corrupción y el gasto derrochador y crea un ambiente en el que las perspectivas de los empleados públicos no dependen de tener un protector sino de su rendimiento laboral, lo que contribuye a la eficacia del gobierno. Es más, un sistema de carreras separadas hace que la innovación y la reforma de la gestión pública sean más probables, lo que a su vez explica por qué los países con instituciones de gobierno de alta calidad siguen teniendo rendimientos muy altos incluso cuando sufren shocks externos. Pensemos, por ejemplo, en las graves presiones presupuestarias en los Países Bajos y los países nórdicos en las décadas de 1980 y 1990, y comparémoslas con la crisis en el sur de Europa después de 2008. Los gobiernos de alto rendimiento pueden adaptarse a situaciones nuevas porque son capaces de implementar reformas de gran alcance, por ejemplo, la descentralización estratégica, la introducción de evaluaciones del rendimiento y de prácticas de probada eficiencia en el sector privado, etcétera. Por el contrario, los gobiernos de bajo rendimiento tienden a quedarse rezagados cuando se trata de hacer reformas y, como veremos, esto está relacionado con el hecho de que existe una integración de las carreras políticas y burocráticas en esos países, que hace que los burócratas ordinarios sean reacios a aceptar cambios en el statu quo organizativo. De hecho, como se ha señalado con respecto a las economías periféricas de la eurozona, los gobiernos que más necesitan las reformas son, paradójicamente, los que se reforman menos (Fernández-Villaverde, Garicano y Santos 2013). 




			Nuestra propuesta se basa en gran medida en ideas de dos líneas de investigación previas. En primer lugar, la corrupción y la eficacia gubernamental son temas habituales en la literatura sobre economía comparada y ciencia política, y estos enfoques han aportado análisis esclarecedores que nos permiten comprender mejor las diferencias en el desempeño del gobierno existentes entre países (véanse, por ejemplo, Acemoglu y Robinson 2012; North, Wallis y Weingast 2009; Rauch y Evans 2000; Rothstein 2011). En segundo lugar, nos basamos en la literatura sobre administración pública, siguiendo a Max Weber (1978 [1921]), Woodrow Wilson (1887) y Frank Goodnow (1900), y también hemos estudiado en profundidad la crucial interacción entre las esferas política y administrativa (véanse, por ejemplo, Aberbach, Putnam y Rockman 1981; Grindle 2012; Hood y Lodge 2006; Lewis 2008; Miller 2000; Peters y Pierre 2004). 




			En este capítulo iniciamos un diálogo entre esas dos líneas de investigación, que hasta ahora no han hablado entre sí, a pesar de que estudian problemas similares. Es probable que las razones de esta desafortunada desconexión sean tanto teóricas como metodológicas, pero intentamos aprender de ambos enfoques. Hablando en términos muy generales, utilizamos la manera en que la economía comparada ha planteado preguntas sobre la corrupción y las ineficiencias del gobierno y la combinamos con la respuesta propuesta por los estudios de administración pública, sobre la importancia fundamental de las relaciones entre políticos y burócratas. 




			Queremos contribuir a la literatura existente juntando esas dos líneas de investigación, pero también nos apartamos de ellas en algunos aspectos. Como la mayor parte de la literatura comparada sobre corrupción y eficacia del gobierno simplemente ignora la parte burocrática del Estado, se produce una malinterpretación de la realidad y esto puede influir en las conclusiones de esta literatura. Además, ignorar la parte burocrática del Estado aumenta el riesgo de deducir unas implicaciones políticas incorrectas. Y, aunque la literatura sobre administración pública ha estudiado las relaciones políticas y burocráticas, pone demasiado énfasis en las reglas y las regulaciones e ignora la importancia de los incentivos. La literatura temprana desarrolló una interpretación específica del legado weberiano que nosotros cuestionamos (para una crítica previa, véanse Lynn 2001; Scara 1998). Su pronóstico es lo que con frecuencia se denomina una administración cerrada que protege a la burocracia de la influencia política, lo que a su vez afecta positivamente a la calidad del gobierno. Esta hipótesis merece una atención especial, tanto en términos teóricos como empíricos, y será abordada con detalle más adelante en este capítulo y en el capítulo 3. 




			Con todo, es probable que ahora sea bueno describir brevemente una premisa para nuestro razonamiento. Una burocracia weberiana es multidimensional. Max Weber consideraba que una organización burocrática se caracterizaba por: 1) unos procedimientos (por ejemplo, estandarizados y basados en reglas); 2) una estructura (por ejemplo, jerárquica y especializada) y 3) un sistema de personal (meritocrático y protector del empleo) (Barberis 2011). Seguimos a Evans y Rauch (1999) y nos centramos únicamente en los sistemas de personal. Dentro de esta subcategoría, condensamos dos dimensiones que no necesariamente coinciden (Olsen 2005). La primera tiene que ver con la protección del empleo, y los casos tienden a agruparse en los llamados sistemas cerrado y abierto. La segunda dimensión tiene que ver con la separación de las carreras de políticos y burócratas, y distingue entre sistemas separados e integrados. Entre otras cosas, este libro muestra que estas dimensiones no se correlacionan entre sí. Una burocracia cerrada puede tener carreras separadas (por ejemplo, Alemania, Corea del Sur) así como carreras integradas (por ejemplo, España, Grecia). Y existen burocracias abiertas con carreras separadas (por ejemplo, Suecia, Nueva Zelanda) así como con carreras integradas (por ejemplo, México, Eslovaquia). En todos los casos, los análisis empíricos muestran que la separación de las carreras es un predictor importante de la corrupción y el mal comportamiento, mientras que por lo general el carácter cerrado no está correlacionado con indicadores de buen gobierno. 




			La próxima sección de este capítulo describe algunos conocimientos de la literatura comparada, principalmente en economía y ciencia política, e intenta precisar la manera en que dicha literatura puede aprender de la producida sobre administración pública y muestra cómo nuestro enfoque difiere del convencional en ese campo de estudio. Es importante advertir en este momento inicial que nuestra exposición de estas tendencias de la literatura es de carácter general. Por lo tanto, volveremos a esos estudios, y muchos más, y abordaremos sus detalles en los siguientes capítulos sobre el weberianismo cerrado (capítulo 3), la corrupción (capítulo 4), la eficacia del gobierno (capítulo 5) y las reformas que mejoran la eficiencia del sector público (capítulo 6). Tras la exposición de la literatura, volvemos a nuestra propuesta, bien fundada, por supuesto, en ambas líneas de investigación. En primer lugar, enunciaremos los componentes generales de nuestra teoría y después describimos los detalles del mecanismo causal. Por último, identificamos tres implicaciones empíricas de nuestra propuesta, explicamos cómo hemos diseñado nuestro estudio empírico y damos una visión general de los datos y métodos que utilizamos. 




			 




			¿Qué caracteriza a los buenos gobiernos? Perspectivas 


			

			y limitaciones de la investigación existente 




			 




			Las ciencias sociales se han beneficiado mucho de la capacidad que tienen los economistas políticos para abordar cuestiones fundamentales sobre la relación entre las instituciones y el desarrollo, como «¿provocan crecimiento las instituciones?» (Glaser et al. 2004) o «¿por qué fracasan los países?» (Acemoglu y Robinson 2012). Con todas las precauciones que uno debe tomar en cuestiones afectadas inevitablemente por problemas de endogeneidad, puede sostenerse que los académicos han identificado con precisión un elemento clave para la prosperidad de los países: contar o no con instituciones de alta calidad. El desarrollo socioeconómico no es tanto el resultado de la geografía, la cultura o los valores religiosos, o de una gran acumulación de capital natural, humano o social, como se ha sostenido convencionalmente, sino de unas buenas instituciones.* Es más, si es cierto que los legados históricos son importantes para entender las situaciones enormemente diversas de los países contemporáneos, es porque la experiencia histórica se transmite por medio de las instituciones (Acemoglu, Johnson y Robinson 2005; Jones 2013; La Porta et al. 1999, 2008). En resumen, existe un creciente consenso entre los economistas políticos en que la calidad del gobierno, tal como se establece actualmente en la literatura (Rothstein 2011), es un fundamento clave para comprender la prosperidad de las naciones. 




			Hasta el momento, la literatura ha avanzado mucho en la operacionalización de la calidad del gobierno y en los conceptos relacionados con el buen gobierno, y en los últimos años se ha producido un aumento muy importante de las bases de datos comparadas. Por ejemplo, los indicadores de gobernabilidad del Banco Mundial, los indicadores de calidad del gobierno de la Guía Internacional de Riesgo País (ICRG, por sus siglas en inglés), y el índice de percepción de la corrupción de Transparencia Internacional cubren un número cada vez mayor de países y años. Una rápida mirada a esos indicadores muestra una correlación entre ellos sorprendentemente alta, lo que lleva a los académicos a concluir que «tiene sentido hablar de la calidad del gobierno como un rasgo general de los países» (Tabellini 2008, 263). Pero, y esto es crítico, aún no sabemos qué rasgos particulares del gobierno explican por qué algunos países siempre están en lo más alto (o lo más bajo) de esas clasificaciones. 




			Es probable que un motivo de esta carencia esté relacionado con el hecho de que la economía comparada y la ciencia política no han estudiado lo suficiente la organización del gobierno. Las prioridades de la investigación se han centrado en lo que Rothstein (2009) llama el «lado de entrada» de la política (la agregación de preferencias sociales en decisiones políticas) mientras que ha ignorado en buena medida los factores del «lado de salida» (la transformación de políticas en metas). Ejemplos importantes de esto son algunos estudios sobre los recursos del gobierno (por ejemplo, los ingresos fiscales) o sobre las características de quienes toman las decisiones (por ejemplo, si son elegidos democráticamente o no; con un sistema electoral mayoritario o representativo; con un sistema político presidencial o parlamentario). Sin duda se ha producido un notable progreso en la comprensión del lado de entrada, como el magistral The Economic  Effects of Constitutions, de Persson y Tabellini (2003). Sin embargo, en estos estudios los académicos tienden a trabajar con una visión muy simplificada del Estado, centrada en la política. Y así, no tienen en cuenta la importancia de la maquinaria estatal, y la burocracia sigue estando, como señaló hace más de dos décadas Terry Moe, en el lado ignorado de la historia, aunque «las instituciones [burocráticas], más que cualesquiera otras, son características del gobierno moderno; de hecho, el gobierno moderno, sea democrático o autocrático, es un gobierno burocrático» (Moe 1990, 214). 




			Vayamos al brillante inicio de Por qué fracasan los países, donde Acemoglu y Robinson (2012) describen el Egipto contemporáneo como un ejemplo del fracaso a la hora de ofrecer un gobierno de calidad. Hay muchas referencias al comportamiento capturador de rentas de Mubarak y su círculo más cercano, pero ninguna a cómo funciona el Estado egipcio (que emplea a más de cinco millones de personas). Es extremadamente improbable que una fuerza formada por cinco millones de personas no haya tenido un importante papel en la actuación del Gobierno egipcio. La asunción implícita en Acemoglu y Robinson (2012), así como en la mayor parte de los relatos convencionales, es que las burocracias responden a quienes las dirigen, especialmente si son autócratas. Pero ¿qué crea los incentivos para los burócratas? ¿En qué medida los incentivos de los burócratas están alineados con los de sus superiores políticos? ¿No es probable que estos incentivos puedan jugar un papel importante a la hora de explicar las diferencias en la calidad de los gobiernos? 




			La corriente dominante de la ciencia política tampoco ha tenido mucho más en cuenta el papel de la burocracia. Francis Fukuyama (2 de octubre de 2012) señala que: 




			 




			Es curioso que, en la ciencia política estadounidense contemporánea, muy poca gente quiera estudiar el Estado, es decir, el funcionamiento de las ramas ejecutivas y sus burocracias. Desde el inicio de la tercera oleada de democratización, que se produjo hace más de una generación, la política comparada se ha centrado con un énfasis abrumador en la democracia, las transiciones a la democracia, los derechos humanos, el conflicto étnico, la violencia, la justicia transicional y cosas parecidas […] donde la mayoría de la gente está interesada en estudiar las instituciones políticas que limitan o compensan el poder —la rendición de cuentas democrática y el Estado de derecho—, mientras que muy poca gente presta atención a la institución que acumula y utiliza el poder, el Estado. 




			 




			En parte, este libro puede considerarse una respuesta a Fukuyama, puesto que esperamos contribuir a la literatura poniendo a las burocracias en la agenda de la política comparada, donde muchos académicos y otros observadores las han ignorado. Es probable que éste sea su lugar porque, como sabe cualquier estudiante de administración pública, ni las burocracias más perfectas son máquinas en las que un gobernante aprieta un botón y las cosas se hacen.* Además, los académicos que estudian la administración pública han mostrado una vez más que la relación entre la orden de un político y el resultado procedente del aparato del Estado es, en el mejor de los casos, dependiente de cómo está organizada la burocracia (para un análisis, véase Dahlström 2012). Más específicamente, la investigación que se ocupa de la administración pública nos da buenas razones para explorar la naturaleza de las relaciones entre políticos y burócratas (Alberbach, Putnam y Rockman 1981; Grindle 2012; Hood y Lodge 2006; Lewis 2008; Miller 2000). 




			Históricamente, la relevancia de la relación entre políticos y burócratas no ha pasado desapercibida para los legisladores. Los reformistas del sector público, en sus intentos por conseguir mejores gobiernos, pusieron muy pronto en el punto de mira las relaciones entre políticos y burócratas, tanto en Europa como en Estados Unidos. De hecho, estos reformistas tendieron a dar prioridad a las reformas dirigidas a alterar las relaciones entre políticos y burócratas frente a las reformas del lado de entrada, como los cambios en la fórmula electoral. Por ejemplo, durante el siglo XIX y principios del XX, la corrupción y otras formas de malversación de los recursos públicos plagaron el gobierno en las Islas Británicas y Estados Unidos, así como en muchas otras partes de Europa y América. Varios reformistas influyentes, desde los padres fundadores británicos partidarios de una función pública neutral (Northcote y Trevelyan 1853) hasta el emprendedor estadounidense partidario de un gobierno de gestión municipal (Richard Childs, véase East 1965), pensaron que se crearía una administración más eficiente y fiable con funcionarios estatales profesionales y contratados meritocráticamente (Goodnow 1900; Wilson 1887). Se implementaron muchas reformas destinadas a separar a los políticos de los burócratas y se obtuvieron resultados relativamente buenos (Harling 1995; Kelmsn 1987; Rubenstein 1983; Schultz y Maranto 1998; Teaford 1993; Van Riper 1958). En pocas palabras, la idea básica de las aportaciones reformistas de esa época era deshacer los generalmente estrechos vínculos entre políticos y burócratas introduciendo reformas en la función pública. Esta idea es fundamental para nuestra propuesta; la estructura de incentivos creada mediante la separación de las carreras de políticos y burócratas fue ciertamente positiva para el desempeño del gobierno. 




			Aunque nos inspiramos claramente en los académicos de administración pública, detectamos algunas carencias que justifican una aportación como la que pretende hacer este libro. En primer lugar, la mayoría de los estudios sobre este campo han abogado por el regreso a una burocracia weberiana más cerrada. Y, sin duda, en la literatura hay argumentos para ello como, por ejemplo, el conocido papel positivo que las burocracias han jugado en numerosos milagros económicos liderados por el Estado, como el de los «tigres» del este asiático (Evans 1995; Pollitt y Bouckaert 2011; Rauch y Evans 2000; Suleiman 2003; Wade 1990). Creemos, sin embargo, que sigue sin estar claro qué parte de la burocracia weberiana es importante. El problema es que, como ha subrayado Johan P. Olsen (2008; véase también Hall 1963), esa burocracia tiene muchos elementos, algunos de ellos incluso contradictorios. Para muchos, una burocracia weberiana se define por las reglas y regulaciones que protegen a la burocracia de la influencia política. Cerrar la burocracia es, según este punto de vista, positivo. Para otros, se refiere a las condiciones de quienes trabajan en la burocracia: en otras palabras, la política de personal, que se expresa de manera más clara en el sistema de contratación. 




			Un segundo punto en el que nos desviamos del estudio académico mayoritario sobre la administración pública es la excesiva fe que se deposita habitualmente en los agentes burocráticos como garantes del bien común, frente a los políticos oportunistas y cortos de miras. En resumen, no estamos de acuerdo con que los burócratas tengan que estar siempre «por encima de la política», por utilizar la expresión de Gary Miller (2000, 289). Es probable que el análisis de Miller sea cierto para el contexto particular del gobierno federal estadounidense, en el que «probablemente hay menos sobornos entre los dos millones de burócratas federales que entre los 435 miembros del Congreso» (Miller 2000, 316), pero no es una ley universal. Numerosos ejemplos de economías emergentes y desarrolladas muestran una situación más matizada, en la que, legal e ilegalmente, «los burócratas [y no sólo los políticos] roban al contribuyente» (The Economist, 2012). Por lo tanto, no vemos ninguna razón para pensar a  priori que los burócratas son mejores personas que los políticos, ni tampoco peores, como a veces ha sugerido la literatura sobre elección pública (Niskanen 1971; Tullock 1965). Nosotros adoptamos un planteamiento más pragmático. Creemos que los burócratas, pero también los políticos, son buenos o malos dependiendo de la estructura organizativa en la que operan. 




			En este sentido, nuestro trabajo se hace eco de algunos autores que pertenecen a distintas disciplinas y que, trabajando de manera independiente entre ellos, sugieren, más implícita que explícitamente, una relación en forma de U invertida, con malos resultados en los extremos. En un polo, donde hay una ausencia casi total de burócratas autónomos porque la administración está muy politizada —pensemos en las maquinarias de partido tipo Tammany Hall en los Estados Unidos de finales del siglo XIX o en las «demolocas» descritas por Paul Collier (2009) en el África subsahariana poscolonial— el resultado es un gobierno muy corrupto e ineficaz. En el otro extremo —cuando la burocracia es extremadamente autónoma— tenemos otra situación indeseable. Fukuyama (2013) utiliza a Japón y Alemania en las primeras décadas del siglo XX como ejemplos de los peligros que suponen las entidades políticas dominadas por burocracias bien organizadas y poderosas (sobre todo militares). 




			De manera similar, Avner Greif (2008; con González de Lara y Jha 2008) considera que el buen gobierno se basa en «fundamentos administrativos» porque son los burócratas —y no las constituciones— quienes pueden realmente impedir que los gobernantes adopten medidas oportunistas. Con todo, Greif (2008) señala que una entidad política dominada por completo por administradores podría tener efectos tan negativos como una controlada por un gobernante sin constricciones. De nuevo, Greif (2008) se refiere a una relación curivilínea entre el poder burocrático —frente a los políticos— y la calidad del gobierno. Finalmente, en un amplio análisis empírico intrapaís, Krause, Lewis y Douglas (2006, 785) descubren que los mejores resultados tienden a producirse donde existe un «equilibrio organizativo» entre políticos y burócratas. En la siguiente sección, intentaremos mostrar cómo ese equilibrio puede ayudar a explicar las diferencias comparativas en el desempeño del gobierno. 




			La literatura comparada sobre administración pública ha generado una impresionante lista de estudios que detallan las similitudes y diferencias entre burocracias nacionales (véanse, por ejemplo, Christensen y Lægreid 2001; 2007; Hood 2007; Page y Wright 1999; Peters y Pierre 2001; 2004; Pollitt y Bouckaert 2011; para una visión general, véase Page 2012), y que nos han proporcionado un buen retrato de las burocracias en países europeos y otros países de la OCDE. Es más, en el caso concreto de Estados Unidos se han llevado a cabo varios sofisticados estudios acerca del control político sobre la burocracia (véanse, por ejemplo, Calvert et al. 1987; Epstein y O’Halloran 1994; Huber y Shipan 2002; Lewis 2008; McCubbins, Noll y Weingast 1987). Sin embargo, precisamente el énfasis en las complejidades inherentes, o las particularidades, del caso estadounidense han hecho que estos estudios no sean tan útiles para evaluar propuestas generales sobre diferencias en otras partes del mundo (Moe 1997, 455). En este libro, por lo tanto, trabajaremos con comparaciones más amplias entre un gran número de países, a las que volveremos en la sección de diseño y métodos al final de este capítulo. 




			En resumen, nos inspiramos en la literatura sobre economía política comparada en el modo de plantear la pregunta y de diseñar los estudios. En nuestro análisis empírico, como se verá más adelante, también tendremos en cuenta las variables propuestas por esta literatura. Pero advertimos la ausencia de una teoría y de unas pruebas empíricas sobre el papel de la burocracia. Por lo tanto, nos apartamos de la literatura sobre administración pública, que fomenta una idea muy arraigada sobre la importancia, y las consecuencias, de la organización de las relaciones entre políticos y burócratas. Diferimos en tres aspectos de la corriente dominante en el estudio de la administración pública. En primer lugar, señalamos que no existe consenso sobre la definición de una burocracia weberiana, y que a menudo la definición utilizada es demasiado amplia, de acuerdo con académicos como Olsen (2008). Nosotros, como reiteraremos pronto, utilizamos una definición restringida y nos centramos principalmente en el sistema de contratación y en el sistema de carrera creado por él. En segundo lugar, no depositamos mucha confianza en las reglas y regulaciones de la burocracia, como con frecuencia se hace. Nuestro planteamiento, en cambio, enfatiza los incentivos para la corrupción y la eficacia creados por las expectativas profesionales. Por último, utilizamos un diseño comparado más amplio del que se suele utilizar en el estudio de la administración pública. 




			Nuestro principal objetivo en las siguientes secciones de este capítulo es, por lo tanto, ofrecer proposiciones comprobables acerca de por qué algunos gobiernos funcionan mejor que otros, y describir los mecanismos que causan esos efectos. Al hacerlo, esperamos avanzar hacia el objetivo de la administración pública, tal como lo expresó Robert Dahl hace más de sesenta años. Dahl (1947, 11) escribe: 




			 




			… ninguna ciencia de la administración pública es posible a menos que […] exista un cuerpo de estudios comparados a partir de los cuales sea posible descubrir principios y generalidades que trasciendan las fronteras nacionales y las experiencias históricas peculiares. 




			 




			Dos síntomas del mal gobierno y cómo pueden reducirse 




			 




			Como acabamos de describir, hace mucho que se debate la organización de las relaciones entre políticos y burócratas, y existe un importante conocimiento sobre el tema, procedente de la literatura reciente sobre administración pública, y que también describe las profundas consecuencias de un sistema disfuncional. Sin embargo, lo que sabemos gracias a estas investigaciones tiene ciertos límites. Un reto importante tiene que ver con la definición del problema. Hasta ahora, hemos abordado los problemas que deben resolver las instituciones gubernamentales de alta calidad en términos bastante vagos. En las siguientes secciones, por lo tanto, describiremos lo que creemos que son los dos síntomas más importantes de un mal gobierno, y después explicamos con más detalle cómo pueden reducirse esos síntomas por medio de una disposición institucional que separe las carreras de los políticos y los burócratas. 




			 




			Prevenir las malas actividades 




			 




			En una serie de artículos, Gary J. Miller (1992, 2000; con Hamond 1994; con Falaschetti 2001; con Knott 2008), explica las razones de una hipótesis importante en economía política, y que por lo tanto resulta relevante para el presente libro: no importa lo que hagamos, no importa cuántas constricciones formales impongamos a nuestros gobernantes, siempre tendrán la opción de adoptar medidas oportunistas en su propio interés y el de sus votantes a expensas del bienestar social. Se trata de una idea generalizada en el constitucionalismo político, diseñado por Alexander Hamilton y James Madison, y en la ciencia política, con aportaciones de Mancur Olson (1965, 1982, 2000) y Fukuyama (2011). Los orígenes del orden político, de Fukuyama, puede sin duda ejemplificar cómo facciones cohesionadas han derribado civilizaciones enteras desde el principio de la historia. En conjunto, la gobernabilidad pública puede considerarse un ámbito con muchas oportunidades para la captura de rentas que, al mismo tiempo, pueden ser capturadas fácilmente por pequeñas facciones muy motivadas para fomentar sus intereses a expensas del bienestar social. 




			A partir de este conocimiento, se suele afirmar que el principal problema al que se enfrenta un sistema de gobierno es limitar el riesgo moral de los políticos (Miller 2000; North 1990; North y Weingast 1989). Los políticos pueden, desde su posición privilegiada, socavar sistemáticamente la eficiencia social en su propio beneficio (Miller y Hammond 1994). La razón es que los políticos tienen acceso a todos los bienes extra, lo que en ocasiones se llama el residuo, que cualquier entidad política genera, y por lo tanto se benefician de grandes residuos. Pensemos, por ejemplo, en un proyecto de infraestructuras. Aparte de contribuir al bienestar social, éste produce beneficios para la comunidad concreta que habita donde se ubica el proyecto, para los contratistas y subcontratistas y para quienes trabajan en la construcción y el mantenimiento. Cuando deciden sobre este tipo de proyectos, los políticos tienen la oportunidad de manipularlos para, por ejemplo, beneficiar a sus amiguetes. En las democracias con una burocracia clientelista, como en los Estados Unidos de principios del siglo XX, estos beneficios pueden convertirse en votos (Folke, Hirano y Snyder 2011). En consecuencia, en todos los sistemas de gobierno, independientemente de su régimen político, siempre existe una contradicción potencial entre el interés de los propios gobernantes —que tienen la tentación de utilizar sus poderes para desarrollar políticas que beneficien a algunos más que a otros— y la eficiencia social. 




			Miller (2000; Miller y Hammond 1994) llevan este argumento un paso más allá al interpretar el teorema de la imposibilidad de Holmstrom (1982) como una prueba lógica de que no podemos deshacernos de este problema. Y esto es cierto incluso si somos conscientes del problema de riesgo moral de los políticos, puesto que no podemos concebir un sistema de incentivos que elimine de manera creíble la posibilidad de aprovecharse del residuo. La corrupción es probablemente uno de los casos más claros de creación de grandes residuos, y gracias a la investigación empírica sabemos lo destructiva que es (para un resumen, véase Holmberg, Rothstein y Nasiritousi 2009). En consecuencia, consideramos que es uno de los principales síntomas del mal gobierno. 




			Como el riesgo moral es un problema intrínseco de todas las organizaciones, no puede haber una solución precisa para él. En su lugar, el objetivo debería ser minimizar sus consecuencias organizando el proceso de toma de decisiones de modo que limite de manera creíble el comportamiento con riesgo moral de los gobernantes. Aquí es donde entran en juego las relaciones entre políticos y burócratas. En una de las formulaciones más influyentes de esta idea, Miller (2000; véase también Miller y Whitford, 2016) propone que las decisiones que potencialmente son más problemáticas deberían delegarse en actores externos, como un grupo de burócratas autónomos. De manera similar al pionero análisis de la disuasión nuclear de Thomas Schelling (1960), Miller (2000) considera que la clave para el éxito es delegar en alguien cuyas preferencias «se sabe que son distintas de las tuyas» (Miller 2000, 299). Miller reconoce que también existe la posibilidad de que los burócratas exploten el residuo en beneficio personal. Pero aun así deposita su esperanza en ellos, basándose en las características burocráticas como el código ético que los funcionarios firman al unirse al cuerpo burocrático, los planes de compensación diferida según los cuales los funcionarios se sienten impelidos a adoptar una perspectiva a largo plazo, el puesto de trabajo seguro que impide los despidos oportunistas y los procedimientos operativos estandarizados que garantizan un trato imparcial o los distintos intereses sociales, que de hecho son mecanismos para prevenir el abuso de poder por parte de los burócratas (y de los políticos). Aunque estemos de acuerdo con Miller (2000) en que el modo en que se organizan esas relaciones es crucial, creemos que se centra demasiado en cómo los burócratas deberían vigilar a los políticos. Pensamos que es igualmente importante que los políticos vigilen a los burócratas. Por lo tanto, la separación de las carreras de los dos grupos es más importante que proteger a los burócratas de la influencia política. Esto puede parecer una diferencia pequeña, pero, como veremos más adelante, provoca expectativas muy distintas. 




			 




			Alentar las buenas actividades 




			 




			Sin embargo, en el buen gobierno no sólo se trata de impedir que los actores centrales abusen de su posición, sino también de alentar los logros positivos en la administración. Observamos dos problemas que están relacionados. En primer lugar, los incentivos para los gestores públicos y para los empleados públicos deben estar orientados a la eficacia y no hacia ningún otro objetivo. Hay al menos dos mecanismos a través de los cuales los incentivos que provienen de distintos sistemas de carrera afectan a la eficacia del gobierno. No tenemos que acudir al caso extremo de la corrupción para considerar útil la vigilancia mutua entre políticos y burócratas. Es probable que, dentro del marco de la ley, se produzca un gasto derrochador en todas las entidades políticas y, si nadie se atreve a decirle la verdad al poder, el gasto será mayor de lo necesario. También se ha demostrado que una gestión profesional afecta de manera positiva a la producción, tanto en el sector privado como en el público (Chong et al. 2014; Gennaioli et al. 2013; Teodoro 2014). En un sistema politizado, por ejemplo, es probable que los gestores públicos no tengan la producción del servicio como objetivo único, sino que, al menos en cierto grado, se vean afectados por consideraciones políticas, lo que puede obstaculizar la gestión. No se puede ser un verdadero profesional si uno se encuentra restringido por «consideraciones políticas», como han sostenido distintas generaciones de académicos que han estudiado la profesionalidad en los niveles de gestión (Misner 1963, 539; Teodoro 2009, 187). La politización también tendrá influencia en los incentivos de los empleados públicos de base. Si piensan que sus carreras futuras dependen de consideraciones políticas en lugar de en lo bien que hagan su trabajo, la producción de bienes públicos probablemente se resentirá. 




			En segundo lugar, los empleados públicos deben estar dispuestos a invertir en nuevas reformas si el sector las aprueba. Ésta es una inmensa tarea porque, en contra de lo que a veces se asume, no se puede regular mediante contrato cada detalle de la cooperación que debería establecerse entre los superiores y los subordinados en una organización (Falaschetti y Miller 2001). Por lo tanto, convencer a los empleados de una organización para que comprometan en ella esfuerzos específicos que podrían no serles útiles en otro empleo, es inherentemente difícil (Williamson 1985). Y, aun así, las contribuciones de los trabajadores a los objetivos de la organización serán mayores en la medida que adquieran «habilidades y rutinas que no hacen nada por aumentar su empleabilidad fuera de la empresa» (Miller 2000, 300). Como es fácil imaginar, este problema de habilidades específicas para la organización se agrava en el sector público, donde la transferencia de habilidades en algunas actividades, como la defensa y la seguridad nacional, pero también en los servicios de bienestar, que en muchos países son ofrecidos en régimen de monopolio por agencias del gobierno, es bastante débil. Los burócratas recién nombrados tienen que hacer costosas inversiones en conocimiento de políticas y en capacidad de elaborar políticas que son específicas para esa relación laboral y, por lo tanto, están sujetas a problemas de cautividad (Gailmard y Patty 2007). Es decir, si la relación se interrumpe, el burócrata puede no recuperar su inversión y, si racionalmente anticipa esto, puede preferir no invertir en conocimiento. El gobernante tiene que convencer a los empleados del sector público de que inviertan en las habilidades necesarias, que con frecuencia son específicas y por lo tanto menos transferibles, y de seguir trabajando en ello, una vez tienen un puesto seguro. 




			El problema subyacente es que cuando los empleados ya han hecho estas inversiones, quedan en una posición de negociación más débil frente a los gestores (Klein, Crawford y Alchian 1978). Pagar por lo que haces en lugar de por tu puesto —que será sujeto de análisis en el capítulo 6— es un ejemplo de este problema. Por un lado, algunos estudios han documentado aumentos de productividad en empresas que pasan de salarios fijos a una remuneración vinculada al rendimiento (Lazear 1996). Por otro lado, en muchos casos, como en el ejemplo clásico de la división de fibras de Du Pont (Hays 1998; Miller 1992), la introducción de la remuneración vinculada al rendimiento no alteró la productividad porque los empleados sospechaban que los gestores manipularían ex post el sistema de incentivos en su beneficio a expensas de los trabajadores. Por ejemplo, cuando un gestor sabe que los empleados pueden hacer 20 piezas al día, puede no mantener, y además reducir, la recompensa inicialmente prometida de 10 dólares por pieza. 




			Por lo tanto, nos encontramos de nuevo ante un dilema (para un análisis seminal de esta disyuntiva, véase Miller 1992) sobre qué efecto es importante minimizar para conseguir un buen gobierno, pero ¿cómo se consigue esto? En general, la respuesta convencional, tanto para organizaciones del sector privado como del público, ha sido dar un gran margen de maniobra a la intervención de los gestores (Foss, Foss y Vázquez 2006, 797). El marco teórico subyacente, explícito o implícito, de esta literatura es la teoría estándar agente-principal, según la cual la primera fuente de problemas organizativos tiende a ser el agente (es decir, el empleado o subordinado). En consecuencia, cuanto más poder acumule el principal (es decir, el gestor o superior), la organización será más capaz de superar problemas creados por los agentes, que de manera inevitable tienen ventajas informativas sobre los principales. 




			La mentalidad agente-principal también ha permeado la literatura sobre organizaciones públicas (Miller 1997). Los académicos que estudian la administración han subrayado que los empleados públicos son en última instancia agentes de un principal político y, puesto que ellos saben más sobre su verdadera naturaleza y su comportamiento que el principal, las burocracias públicas pueden verse afectadas por persistentes problemas de elusión de responsabilidades y de oportunismo (Kettl 1993; Moe 1984). Ésta es la razón por la que la concentración de poder político en unas pocas manos ha sido bien recibida por muchos académicos. Si los principales políticos se fragmentan, sus agentes (es decir, los empleados públicos) se aprovecharán. Por ejemplo, una de las hipótesis más convencionales en las teorías de delegación es que cuantos más principales políticos haya, más difícil será el control de los agentes burocráticos (Bendor, Glazer y Hammond 2001, 245), es decir, una hipótesis que es contraria a la de este libro. 
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